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Este comentario no es sino una pequeña reflexión
que me sugiere la entrega en Bilbao del premio
Carmen Tagle a un magistrado miembro del Foro
de Ermua, por parte del presidente del Tribunal Su-
premo y del Consejo General del Poder Judicial.

Inicialmente la entrega de este premio se preten-
dió realizar en la Sede del Tribunal Superior de Jus-
ticia del País Vasco, pero la Sala de Gobierno acor-
dó no conceder la licencia oportuna para la
utilización del recinto judicial, con el pretexto de que
ello pudiera cuestionar la independencia del Poder
Judicial.

1. La integración dentro de la sociedad de un ins-
trumento de resolución de conflictos de carácter in-
dependiente y ajeno a una vertebración estatal es
una concepción relativamente reciente, que choca
con lo que hasta la Ilustración era el ejercicio de la
función jurisdiccional. Esta suponía un apéndice ar-
ticulado del poder real. El ancien regimen asumía una
de sus funciones, la judicial, por medio de funciona-
rios, en muchos casos vitalicios y en otros por com-
pra del cargo, que desempeñaban una de las prerro-
gativas del poder real como era hacer valer la justicia
del rey. Una manifestación de su fuerza y dominio
era ésta, como lo era el mantener un ejército.

Desde esta aproximación nos explicamos que
Quevedo en sus "Sueños" viese a un juez intentar
lavar sus manos antes del juicio final, sin que lo lo-
grase por lo untadas que habían sido en su vida.
También que Radbruch en su Introducción al Dere-
cho nos relate que el origen de la efigie de la Justi-
cia como una mujer con los ojos cerrados y una
balanza en sus manos, proviene de una realidad
muy diferente a la que nosotros actualmente ofer-
tamos. Su real significado es que la justicia no
quiere ver y que los platillos sirven para pesar la
dádiva que se da al juez, que determina que quien
más dinero ponga, mejor resultado conseguirá.

Junto a esta realidad tenemos los intentos teóri-
cos de modular un Estado en el que los derechos
individuales tengan el reconocimiento que la indivi-
dualidad de la persona merece. El antropomorfismo
cobra auge, y frente a los principios sociales de uni-
versalidad, grupo o gremio, se alza una reivindica-
ción por el hombre, sujeto del derecho con una es-
fera propia de poder; su libertad positiva impide
que el Estado invada su ámbito particular. Para ello,
se crean mecanismos específicos, entre ellos unos
órganos judiciales independientes que sirvan de
contrapeso a los poderes del rey.

Una división teórica de poderes ya la había idea-
do el mundo griego, Platón y Aristóteles, y la hizo
Locke, pero fue Montesquieu el que se llevo la glo-
ria en su tratado "Del espíritu de las Leyes" -Cap.
VI, Libro XI-. Esta formulación ideal del equilibrio

de poderes se compaginaba con la idea social de
Rousseau, que por la vía de los hechos reclamaba
para el ciudadano un estado de igualdad por su na-
cimiento y ubicación social. El esquema es más un
arquetipo, por lo tanto, en cuanto simplifica lo exis-
tente, no es real ni recoge la totalidad de aspectos
que pueden resaltarse. Su pilar fundamental esta
basado en una estructura política apoyada en las
leyes, que son emanación del pueblo, que se ex-
presa por ellas, se autogobierna y modula su vo-
luntad; general, pero respetuosa con el individuo. La
separación de los jueces del centro de producción
legislativa se efectúa con la finalidad de que estos
no sean legisladores, sino ejecutores y aplicadores
de la norma: en fin, se trata de evitar la acumulación
de poderes en un solo centro.

En el equilibrio de poderes ideado por los revolu-
cionarios el poder judicial al inicio no es una forma
de quitar poder al monarca. Es la manifestación de
la reducción del ámbito de influencia de quien hasta
entonces venía ejerciendo sus facultades con des-
precio a la libertad del citoyen. Por ello, hay una re-
ciprocidad entre los poderes ideados para que unos
y otros, en la concepción dinámica de las cosas, se
impulsen, modulen y controlen, logrando la esfera
de libertad del sujeto.

El resultado de todo ello fue la división de pode-
res, modelo articulado allá por el siglo XVIII y que
todavía hoyes recogido en los textos constitucio-
nales.

De esta concepción tripartita nace que el poder
judicial esté separado del resto de poderes, aun-
que mantiene con ellos un equilibrio, integrándose
dentro de las corrientes democrático-populares
como una manifestación más del poder del pueblo,
en el que reside la soberanía y la fuente de toda
organización social. Sirve la justicia para adminis-
trar la resolución de los conflictos. Este es su fin,
para ello se le ha ideado, y aquí está su concep-
ción originaria, no lo olvidemos. Para hacerlo
cuenta con una independencia frente al legislador,
ante el que rinde cuentas, si se aparta de los dic-
tados que la ley previene. No hay más pretensio-
nes, pero no es despreciable el logro. Frente a los
funcionarios del rey nacen otros, libres ante los li-
tigantes, incluso muy diferentes de los jueces
griegos, que eran legisladores, o de los romanos
que pertenecían a la clase de los árbitros, "rem si-
bi non liquere". Estos nuevos jueces teóricamente
no están sometidos ni al poder ni al dinero, expre-
san la posibilidad de la libertad de los sujetos, la
interpretación de la ley con procedimientos regla-
dos en los que priman las garantías.

El panorama descrito nació en una época, supuso
un cambio importantísimo dentro de la concepción
existente, pero es un sistema hijo de su tiempo, hoy
contestado por las realidades confluyentes.
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2. La finalidad inicial de los jueces ha quedado
superada por una nueva intervención en el equilibrio
de los poderes institucionales. Así, de resolver con-
flictos han pasado a ser garantes de la ley, de los
abusos del resto de poderes, básicamente de la
confusión de la Asamblea y del Ejecutivo. A su
unión y reforzamiento mutuo se ha opuesto como
última garantía un poder judicial, el que por la diná-
mica del tiempo ha tenido que ocupar un lugar no
previsto, pero cierto y real. La opacidad inicial, su
sosiego, el alejamiento de lo publico, de lo polémi-
co, ha dado paso a un protagonismo en la esfera de
lo político, del sometimiento a la ley a su rebeldía
frente a la norma, e incluso a constituirse en un le-
gislador de facto.

Un elemento importante en esta nueva implanta-
ción del juez ha sido la concepción del derecho
como un sistema, un todo unido con fuerza propia,
independiente de una fuente especifica, de una
voluntad etérea -ellegislador-, que lo crea, mo-
difica y extingue. El derecho se ha independizado
incluso de la misma sociedad, tiene un campo
propio y especifico. Es posible un dinamismo en-
dógeno, en el que cobran especial importancia los
jueces, como integrantes de un poder fundamental
dentro no ya del Estado, sino de la sociedad, a la
que perfilan, y a la que dotan del derecho, no en
un limitado sometimiento a la ley, sino dentro de
una realidad, en la aplican el derecho. Esto ha
determinado que el juez pueda controlar a la Ad-
ministración autora y ejecutara de la norma -legal
y reglamentaria-, que se fiscalicen esferas tan
blindadas como la Hacienda, la seguridad o la paz
social.

Claro que ello nos induce a constatar que aquella
ideal separación de poderes se ha trastocado, por
un lado se ha confundido, y, por otro, nacen otros
elementos nuevos, porque cómo si no dar fuerza a
la judicatura en un panorama legislativo tradicional.
Tal vez la respuesta este en la nueva esfera de lo
que se llama el poder constituyente, y junto a él el
darwinismo constitucional que es capaz de adaptar-
se a lo nuevo, modulando derechos de tercera y
cuarta generación, y, por último, el incardinamiento
de los poderes dentro de una nueva proyección, en
la que las antiguas expresiones cobren otro sentido,
afín a las necesidades que surgen, y para las cua-
les, a falta de otras instituciones, las antiguas se re-
ciclan pidiéndose, por algunos a regañadientes, una
nueva función de las mismas.

El tiempo actual es de cambios, de regeneración,
unas fuerzas intentan disociar, otras unir. El con-
cepto clásico de la soberanía hace aguas, euromer-
cados, volatilidad, globalización, inversores institu-
cionales, cambios ...Todo esto hacia lo más, por
dentro lo menos, los patrioterismos, los nacionalis-
mos, la individualidad frente a lo general. Son reali-
dades, que hacen que esos esquemas con los que
tradicionalmente se explicaban las funciones de la
justicia sean testimoniales, pero faltos de contenido,
sin realidad. La justicia alcanza mayor protagonis-
mo, puede ser concebida como un actor político,
pero cuando menos, no puede ser privada de su
componente social.
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3. La cultura y su socialización significa la adapta-
ción del género humano a las realidades y a los
problemas que el mundo le produce. Los campos
en que evoluciona el hombre se complejizan a me-
dida que avanza el tiempo, y así la sociedad es el
signo del desarrollo humano por excelencia. La ca-
pacidad de transmisión de los conocimientos so-
ciales de generación en generación, dota a la so-
ciedad de un constante bagaje de elementos de
defensa y avance. La permanente adaptación de
los elementos sociales a la diversidad social se ma-
nifiesta, por ejemplo, en nuestro tiempo por medio
de los grupos sociales, los que pretenden ser expo-
nentes intermedios entre el hombre solitario y la
máquina del poder, de lo general, universal, abso-
luto e impersonal. Otra manifestación de ello es la
ductilidad del derecho. Este adopta mecanismo por
los que las nuevas necesidades son solventadas
por medio de la permeabilidad de sus instituciones.
La misma norma superior ---constituyente o consti-
tución- se plastifica a las realidades para las que
debe servir.

Igual ocurre con las instituciones existentes, unas
veces se rehabilitan y otras se destruyen para im-
plantar otras. Lo podemos aplicar al derecho, y con
él eso ocurre. Prueba de ello es que a mediados del
siglo XX se quebraron todos los dogmas del dere-
cho, nació una nueva dimensión del mismo, acorde
con las necesidades que el derecho supranacional
exigía. Veamos que dos fueron los fenómenos de-
sencadenantes. Los autoritarismos y la utilización
demagógica que del derecho se realizó, y la guerra
con su sangrante desprecio de los medios jurídicos.
Ambas realidades barrieron todas las construccio-
nes teóricas que se habían desarrollado, motivaron
un intento readaptativo, de grandes dificultades
pues ya no se sabía si debía acudirse a una dog-
mática positivista, a un derecho ultra vires, un rea-
lismo pragmático, un constitucionalismo axiológico o
un economicismo internacionalista.

Ciertamente lo que quedo claro era que el dere-
cho no era neutral, podía explicarse como ordena-
miento subyacente, pero tenía cierta eticidad bien
en quien lo aplicase o bien en el que lo produjese.
En ese estado de cosas, la justicia asume nuevas
funciones, y recibe una implicación social, se en-
cuadra en la sociedad, es un miembro de ella, in-
cluso sus integrantes se agrupan en grupos de pre-
sión corporativos. De aquí que sus miembros no
sean sujetos aislados sino de la sociedad, en la que
adoptan roles específicos, y cuya profesión no se
concibe como la de un vasallo del poder, dueño de
los instrumentos que utiliza, sino que son personas
que además de jueces son miembros de la socie-
dad. Ese juez decimonónico, aséptico e incólume,
se adapta a la realidad que vive y por la que es ne-
cesaria su función. Sus medios son los sociales.

La antigua división de poderes ya no parece muy
vigente en nuestra sociedad, ni el poder jurisdiccio-
nal es el que se diseñó por los revolucionarios. Los
nuevos poderes de hecho, y los fenómenos a los
que se enfrenta la sociedad requieren que el clásico
estatismo judicial deba afrontar arremetidas insos-
pechadas, tanto en su número como en su especie.



La misma complejidad social, los cambios migrato-
rios, la revolución en los grupos primarios y clases
sociales como la misma familia, la intervención esta-
tal en ámbitos inconcebibles ... suponen que sean
muchas veces los jueces quienes se enfrenten con
dilemas que el derecho debe resolver, y donde se
evidencia la necesidad de huir de esquemas rígidos
de trabajo, en los que la separación de ramas del sa-
ber siga primando frente a la diversidad de conoci-
mientos y su interrelación. La sociedad es atacada
por elementos internos y externos, y la función judi-
cial protagoniza un medio de defensa que desborda
tanto los instrumentos como los criterios y conceptos.

El grupo de pensadores realista ya ha abordado
el papel judicial, constituyéndolo en el autor y artífi-
ce del derecho, agrupa en la figura del juez las clá-
sicas funciones, es él quien define y crea el derecho
por medio de su aplicación. "El derecho de una gran
nación se reduce a las opiniones de media docena
de viejos, algunos de los cuales, previsiblemente,
son de una inteligencia muy limitada ... ninguna
norma o principio que ellos rehúsen seguir es dere-
cho en ese país" (Gray). Ciertamente podrán hacer-
se muchas objeciones a esta concepción, pero sí
nos conducen a dos reflexiones: el papel actual in-
novado de los órganos judiciales, y su necesaria
implicación en el proceso social.

Lo último hace considerar al juez y su función
como social, no simplemente jurídica, dentro de la
flexibilidad del derecho y sus limites. En ese difuso
equilibrio en el que se presiona por la opinión públi-
ca, por el sentir popular, está también el derecho, y
el juez se ensalza como un autor más de lo social.
Manifestar que este actor es un integrante de la di-
visión de poderes con funciones de simple aplicador
de los dictados de la leyes una postura irreal, como
lo es defender un nuevo iusnaturalismo basado en
principios rectores irrenunciables.

4. Las contradicciones del siglo XX, basado en los
postulados liberales, han distorsionado la función
del juez, como medio de paz social que sirve para
ajustar los conflictos sociales por un cauce pacífi-
co. Mientras en la Alemania nazi o en la URSS se
aplicaban las normas en toda su extensión defen-
diéndose que ellas servían para implantar las ver-
dades, en aquella, finalizada la guerra, se produce
un juicio fundado en valores universales, aquellos
que precisamente sirvieron para desprestigiar todas
las corrientes neonaturalistas. Sin embargo, en la
égida soviética Vyshinsky apelaba al derecho como
medio transmisor de las doctrinas comunistas, ins-
trumento de ideas y principios.

El complejo proceso de los avances científicos ha
sido explicado desde distintos planteamientos. En el
campo de las ciencias humanas donde los datos no
son estáticos sino dinámicos y dialécticos, y el su-
jeto en su estudio parte de sus propios conoci-
mientos y posturas, es difícil fijar un medio de
constatación de los avances teóricos, o el mismo
cambio de los criterios conceptuales que se impo-
nen en cada época. Parece incuestionable que en
toda rama del saber los sucesivos avances y estu-

dios abren nuevos campos y desarrollos, los que
con el tiempo acaban imponiéndose.

Aquí es importante exponer la teoría de los para-
digmas científicos de Kuhn, pues tal vez nos sirva
para afrontar con más tecnicismo el proceso de
cambios que empíricamente se constata, pero doc-
trinalmente todavía no ha sido asumido. A la posible
concepción de las ciencias como medios de avance
en constante verificación de postulados, precisaba
este autor que las ciencias maduras funcionan por
medio de paradigmas establecidos, los que marcan
una época en la rigidez de su mantenimiento y de-
sarrollo. La comunidad científica comparte estos pa-
radigmas, identificándose con ellos, y entra en un
período de ciencia normal, en el que los autores se
dedican a perfeccionar y desarrollar el paradigma.
Su creencia en éste hace que la labor intelectual se
centre en la investigación de verdades pasadas,
constituyéndose una comunidad científica que es
un grupo de personas que comparten el paradigma.

El paradigma es definido por Khun como el logro
científico fundamental que incluye una teoría y al-
guna aplicación ejemplar. Su formulación inicial es
abierta de manera que admite nuevas investigacio-
nes, en las que ese avance inicial es extendido y
explotado. El resultado psicológico de esta teoría es
que la comunidad científica es invadida por un clima
de seguridad en sus concepciones y procedimien-
tos. Este se transmite al sistema educativo y los
nuevos científicos adquieren en sus conocimientos
básicos una concepción conforme al paradigma, se
plasma en ellos una dogmática que elude la bús-
queda de novedades o críticas al paradigma, exis-
tiendo una aceptación del mismo, que finaliza con
agrupaciones, publicaciones y foros en torno a la
verdad obtenida. En definitiva no se quiere descu-
brir lo desconocido sino obtener lo conocido.

El status quo descrito parece difícil de superar al
resultar extravagantes en él las innovaciones cientí-
ficas. Pero, sin embargo, lo cierto es que la esco-
lástica fue superada, y el iusnaturalismo y la dog-
mática también. El autor nos lleva a partir de aquí a
otro campo, el de las "revoluciones científicas".
Estas son episodios extraordinarios que producen
el cambio de los compromisos profesionales, na-
ciendo un nuevo paradigma que es incompatible
con el anterior. Ha nacido un desarrollo no acumu-
lativo, que rompe con lo anterior.

Lo valorativo de la teoría que hemos expuesto tan
sencillamente, es que cuando se produce la ciencia
normal las concepciones teóricas invaden todos los
conocimientos y la educación en el dogma preesta-
blecido determina que los avances no sean sino
apostillas y confirmaciones del mismo. Quienes son
educados en el paradigma aplican su creencia en
su labor profesional, sin llegar a desarraigarse de él,
incluso resulta difícil lograr acceder a la teoría de
los discrepantes o de quienes intentan explorar
nuevos cambios.

La existencia de una pluralidad ideológica en el
campo jurídico es real, pero ello no impide que al
menos en la idea del derecho continental transmiti-
da a lo juristas nacionales haya imperado la educa-
ción tradicional, sobre ideas tan veteranas como la
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división de poderes, el imperio de la ley o la función
judicial dentro de una dogmática positivista. No ya
sólo por la posible aplicación de la teoría que he-
mos referido de Kuhn, sino por las mismas leyes de
la economía, resulta más rentable -cómodo- el
transmitir lo conocido, es menos gravoso analizar lo
desarrollado y existente que lo nuevo e innovador.

De aquí que puedan seguir escuchando referen-
cias políticas a la defensa del estado de Derecho
frente a la inmisión de los tribunales, o la defensa
de las prerrogativas legislativas ante las interpreta-
ciones contrarias a ellas que practican los jueces.
Es frecuente que en la Asamblea se discurse sobre
la función de 105 jueces como aplicadores de la ley,
intérpretes de la misma, y en ese todo se encuadre
al mismo Tribunal Constitucional, en asunción de
competencias jurisdiccionales ordinarias.

La inercia, la somnolencia educativa, la nostalgia,
o la falta de iniciativa, todas son posibles causas
que conducen al mantenimiento de fórmulas teóri-
co-prácticas ficticias o irreales. Con las que procu-
rar repetir las mismas verdades, aunque no se
acomoden con los datos empíricos. Cuestan las re-
voluciones científicas, y todavía más el asumirlas,
es difícil desbancar a las viejas guardias para favo-
recer el conocimiento de nuevas teorías o significa-
dos. Es frecuente olvidar que la sociedad es un
continuum.

5. Es posible que una de las causas del inmovi-
lismo intelectual sea la poca iniciativa especulativa
que el anterior régimen franquista permitía. Ello y la
discrepancia jurídica que se produce entre 105 sis-
temas continental y anglosajón, han podido motivar
un aquietamiento con lo existente, que se ha escu-
dado en una concepción del juez aséptico, miembro
de una función meramente aseverante de la ley; en
la que ni la creación ni la dialéctica tienen cabida.
Así ha sido posible mantener esa concepción clási-
ca de Montesquieu, sin cuestionarla o poner/a en
duda. Menos, que en ella 105 jueces puedan asumir
un compromiso, ya sea político o personal. Todavía
este pensamiento es mayoritario, y un claro ejemplo
de ello es el rechazo y las trabas que a la interven-
ción en política se pone a los jueces, no ya sólo en
pluriactividad, sino en su ejercicio de manera autó-
noma.

Esto, que pudiera ser contemplado como un as-
pecto externo de la persona del juez, no lo es tal ya
que lleva consigo el que la actividad jurisdiccional
sólo pueda ser concebida dentro de un estricto mar-
co en el que las mismas reglas interpretativas que-
den limitadas a los términos de la ley, sin permitir un
acómodo a otros medios más dinámicos o influyen-
tes. La concepción personal de juez sobre su función
y encuadramiento social lleva implícita un comporta-
miento profesional distinto según los casos, no sólo
afecta respecto a sus cometidos, sino en lo que ata-
ñe a la defensa de los ataques que tanto institucional
como políticamente se le puedan hacer.

La imparcialidad judicial puede explicarse en un
ámbito jurídico, pero no en el social. La esfera per-
sonal del juez, sus ideas y creencias, se manifies-
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tan en su obrar, en su misma profesión. Su inde-
pendencia cobra vibrante actualidad ante las
arremetidas que políticamente y por la fuerza de la
opinión pública se producen. Su misma formación,
personal y técnica, es un medio de defensa ante las
embestidas sociales.

6. A veces las teorías sirven para enmascarar fe-
nómenos. Se las utiliza para obtener un refugio se-
guro en el que escudar la falta de compromiso o de
implicación social. Veamos que en épocas muy re-
cientes 105 máximos órganos de los jueces se inte-
graban por los miembros natos de las Salas de Go-
bierno de las Audiencias Territoriales, y que la tibia
democratización de aquellas no ha impedido que se
mantengan estructuras férreas contrarias a la parti-
cipación directa de los miembros de la carrera judi-
cial. Es muy reciente el que los cometidos de 105
tribunales en España se circunscribían a materias
muy concretas, quedando al margen esferas de
protección hoy tenidas por imprescindibles en una
sociedad desarrollada. O que la diversidad ideológi-
ca por medio de la asociación judicial, al margen de
los partidos políticos, también es novedosa. O por
qué no referir que en situaciones de rigidez política
son pocas las voces discrepantes de la normativa
que se aprueba en contra de las libertades.

Todo es justificable, basta acudir a la doctrina de
la división de poderes para mantener a los jueces al
margen de las problemáticas coyunturales.

Hoy, sin embargo, nuestro ordenamiento deja
márgenes de maniobra. Veámoslo con el supuesto
con el que iniciábamos este comentario. El caso re-
fleja toda la riqueza que nuestra sociedad tiene.
Aglutina la función judicial y el aspecto social, des-
graciadamente plasmado en el terrorismo. Recor-
demos que el hecho no es otro que el acuerdo de la
Sala de Gobierno de denegar que sea en la sede
del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco
donde se celebre la entrega del Premio Carmen
Tagle; habiendo sido el mismo recibido por un ma-
gistrado a quien se lo entrego el presidente del
Consejo General del Poder Judicial, por supuesto
en lugar distinto al que inicialmente se pretendió.

Tal vez el título de este artículo haya podido con-
fundir a algún lector, entendiendo que su referencia
es por la persona que lo recibe y quien lo entrega.
No, no es esta su finalidad, aunque es una cir-
cunstancia que obliga a una mayor reflexión.

Desde la perspectiva jurídica nada reprochamos
todavía al acuerdo. Pero este ya invita a una consi-
deración previa. Ha existido posibilidad de discusión
y diálogo, es el fruto de una opción permitida. Esto
parece inconcebible en un sistema en el que la fun-
ción jurisdiccional sea concebida como un simple
grupo de profesionales que sólo aplican la ley, con
miopía social. La oportunidad de que un órgano ju-
risdiccional pueda implicarse en un tema social,
participando en él, ya supone una apertura del
campo de actividad judicial, una vía de revitaliza-
ción, por otro lado acorde con la realidad existente.
Es un camino de entrada de la problemática social,
la más pujante, la que está en la opinión pública, y



la que precisamente enfrenta dos concepciones
bien dispares. La que postula el sometimiento a la
ley y la que pide la defensa de algo superior a ésta.

Sigamos. La oportunidad de buscar una sede ju-
dicial para la entrega del premio Carmen Tagle en
Bilbao es incuestionable, y su repercusión político-
social sólo puede ocultarse detrás de una inocente
visión de la realidad. Es decir, estamos ante una
decisión comprometida, que lógicamente tiene de-
tractores y valedores. Es una manifestación más de
la implicación que el juez tiene en una sociedad,
donde no queda al margen de la misma sino que es
salpicado por su realidad, normalmente, aunque no
se diga, cotidiana de su trabajo, donde requiere ex-
presar posturas y posicionamientos. Unas veces,
como la que ahora miramos, con alcance público,
las más privadamente.

La solución ofertada por la Sala de Gobierno ha si-
do escudarse en la función jurisdiccional, y su fun-
damento el manifestar que al ser ésta independiente,
y para que nadie pueda cuestionar su imparcialidad,
es preferible dejarla al margen de actos como aquel
que se pretendía celebrar. Dos apuntes: la Sala de
Gobierno no tiene funciones judiciales, luego con ello
está intentando preservar la función de los jueces
que están en su órbita de gobierno; por lo que des-
cartamos el que se haya adoptado una postura como
órgano integrado dentro del poder institucional. Esto
nos confirma una autonomía de obrar, real y exis-
tente, no hipotética. Pero a su vez una manifiesta
confusión en sus labores.

Confusión en distintos ámbitos. Por un lado, en el
intento de evadir a los jueces de la realidad social
en que viven; y, de otro, en una especie de propie-
dad de los medios materiales y físicos de que dis-
pone la función jurisdiccional.

7. Indicaba Weber en su concepto del funcionario
que éste había evolucionado a lo largo del tiempo y
que del vasallo feudal, que poseía los materiales
con que servía a su rey, motivo por el que se con-
solido una lucha entre poderes; se había pasado al
actual que utilizaba los medios que el mismo poder
le entregaba para servir a los fines para los que se
le destinaba. Motivo, éste, de desidia o dejadez en
el servidor público al no alcanzar ningún fin propio
con los instrumentos que se le brindaban.

Pretender que las sedes judiciales pertenezcan
en exclusividad a los jueces, y que en ellas no se
puedan desarrollar otras actividades, es un criterio
excesivamente limitado de los bienes públicos, mas
parece que el argumento esgrimido no tiene mucha
relación con el acto que se pretendía realizar. Y ello
porque no hay inconveniente en abrir las depen-
dencias judiciales a actos que pueden tener un al-
cance social y, en este caso, relacionado con la
justicia, como lo es el Premio Carmen Tagle, que
recordemos fue una miembro de la Carrera Fiscal
asesinada por ETA.

8. El otro aspecto, el pretendido intento de la Sala
de Gobierno de preservar a los jueces de la reali-

dad social, invita a pensar que estos se encuentran
en un ascetismo jurídico, en una contemplación di-
vina con el derecho. Ajenos a todo lo que sea opi-
nión, criterio o compromiso. El argumento utilizado
por aquel órgano de gobierno representa el rescate
de una concepción de la función judicial obsoleta y
desfasada, en la que se prima el criterio teórico-
dogmático, frente al real y existente. Mantener que
el juez se encuentra al margen de la realidad social
o que su función es cuestionable, por el hecho de
encontrarse en el centro de la realidad que vive, es
cronificar una catarata visual.

El fenómeno terrorista no es un aspecto aislado
en nuestra sociedad. Es un componente social. Re-
quiere compromiso e implicación. No deja lugar a la
impasibilidad o la dogmática. Por eso, excluir un
pronunciamiento sobre él por medio de actos tan
"inocentes" como la entrega del Premio Carmen
Tagle, sobre la base de la imparcialidad judicial, es
un retroceso en la función actual del juez. Es claro
exponente del malsano corporativismo judicial. Por
un lado en la propiedad de los bienes públicos, y
por otro en la defensa de un juez anodino, piña con
el resto, que se autodefiende limitando cualquier in-
tromisión de lo social y de lo que la sociedad le re-
quiere. La independencia judicial es algo distinto de
la balanza que porta la Diosa Justicia. Preservarla
supone darle una mayor dimensión, con el alcance
social que se requiere, dejando fuera actos de cor-
porativismo en defensa de unas pretendidas funcio-
nes frente a los interlocutores sociales.

9. La replica a la actitud involucionista de la Sala
de Gobierno la tenemos en la persona que recogió
el premio. Un miembro de esa "comunidad" judicial,
integrante de un colectivo social, de un grupo de
presión de la sociedad. Muestra de la realidad que
se impone, frente a la que manifestaciones teóricas
de defensa de la división de poderes o de la inde-
pendencia judicial todavía se evidencian con mayor
intensidad. Al corporativismo se opone la valentía
de afrontar las responsabilidades y los retos, con la
formación necesaria por parte de los jueces, para
hacer frente a los mismos con razonamientos claros
y actuales. Entendibles e integrables dentro de la
sociedad. Complejo en el que se desarrolla su fun-
ción y de la cual no se puede prescindir, al menos
conscientemente.

Habrá que cuestionar el paradigma actual para
dar cabida a otros nuevos. En otro caso será difícil
justificar teóricamente lo que son representaciones
de conductas corporativistas. En definitiva, la de-
fensa de un poder judicial fuera de lo social, induce
a la protección de intereses distintos a aquellos que
le sirven de fundamento, desprestigiando el avance
científico y metodológico, invitando a la reacción y a
recordar aquel principio de la ilustración: "sapere
aude".
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